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Uno de los fundamentos para impulsar un nuevo Proyecto Nacional de cambio es, a 
mi entender, una transformación institucional que busque refundar la República o 
proyectar un nuevo contrato social.

Habría  tres  aspectos  fundamentales  a  considerar:  el  procedimiento,  la 
oportunidad y  los contenidos de una Reforma Constitucional.

Desde una perspectiva progresista, hay tres posibles posiciones frente a este 
debate.

Se puede sostener, con gran pragmatismo, como lo acaba de hacer el Dr. 
Edgardo Carvalho, que con la actual Constitución y con nuevas leyes, se pueden ir 
resolviendo los problemas más acuciantes del país. No niego la razonabilidad de 
esta  posición,  sobre  todo  en  el  corto  plazo,  pero  defenderé  un  punto  de  vista 
diferente.

Una  segunda  posición  es  la  del  Senador  Dr.  José  Korzeniak,  prestigioso 
constitucionalista,  quien  ha  articulado  un  proyecto  muy  completo  de  Reforma 
Constitucional, tratando de corregir algunas falencias de la Constitución vigente, y 
que con gran realismo, propone utilizar el procedimiento reformista del literal B del 
art. 331 de la misma, que es de "iniciativa legislativa", y en virtud del cual basta que 
lo  firmen  2/5  de  los  legisladores  y  lo  entreguen  al  Presidente  de  la  Asamblea 
General,  para obligar a que este proyecto se plebiscite simultáneamente con las 
siguientes elecciones nacionales. El FA-EP tiene, per se, esos 2/5, exactamente, 52 
legisladores en un total de 130.

En  síntesis  muy  apretada,  el  proyecto  del  Dr.   Korzeniak  propone  las 
siguientes reformas: 

-  Agregar  al  art.  1º  de  la  Constitución,  una frase  que establezca  que  las 
decisiones y posiciones del  Gobierno no son fines en sí  mismas, sino medios al 
servicio  del  mejoramiento  de  la  calidad  de  vida  material  y  espiritual  de  los 
uruguayos.

- Poner límites o topes precisos a los sueldos y jubilaciones de gobernantes y 
funcionarios.

- Determinar que no menos del 50% de la emisión o negociación de deuda 
pública deberá destinarse a planes concretos de reactivación económica.

-  Crear,  expresamente,  el  ya  largamente  previsto  Consejo  de  Economía 
Nacional, con facultades asesoras especiales en materia de presupuesto y otras, y 
una  integración  representativa  de  trabajadores  y  empresarios,  de  elección  bien 
sencilla.

- Establecer normas que declaren que ninguna privatización, total o parcial, de 
bienes o servicios estratégicos (agua, telecomunicaciones, energía eléctrica, banca 



oficial  e  hidrocarburos),  se  considerará concluida  mientras no se apruebe en un 
plebiscito.

- Volver a las elecciones nacionales y municipales en un mismo día,  pero 
permitiendo  la  validez  del  voto  a  un  lema* en  lo  nacional  y  a  otro  lema  en  lo 
departamental (listas cruzadas). 

- Eliminar el balotaje.
- Posibilitar que antes del 31 de agosto del año electoral, dos o más lemas 

decidan adoptar una sola fórmula presidencial, manteniendo sus lemas separados 
para todos los demás cargos. 

- Prohibir cualquier tipo de financiamiento estatal de las elecciones internas de 
los partidos.

- Imponer la candidatura única, por lema, a la Intendencia.
- Mantener,  en principio, el actual sistema de designación de los integrantes 

de la Corte Electoral y del Tribunal de Cuentas, pero si después de 30 días de haber 
asumido  la  nueva  Asamblea  General  no  logra  los  2/3  requeridos,  por  falta  de 
acuerdo  inter-partidario,  para  designar  los  nuevos  miembros,   éstos  quedarán 
automáticamente  designados  por  la  mera  comunicación  que  cada  lema  hará  al 
Presidente de la Asamblea General de los nombres respectivos, en proporción a los 
votos obtenidos por cada uno de ellos en la elección nacional.

- Disponer que el presupuesto elevado por la Suprema Corte de Justicia pase 
directamente al Parlamento,  aumentando a 7 sus miembros, con autorización de 
que una ley disponga su funcionamiento en Salas de 3 miembros cada una. Esta 
sería la síntesis del Proyecto Korzeniak.

Una tercera posición es la de quienes sostenemos que, más temprano que 
tarde, se debe impulsar una Reforma Constitucional radical, un nuevo pacto social 
refundador de nuestra democracia, que dé cuenta de la crisis profunda del país, que 
no es solo económico-social y financiera,  sino que también es la crisis  de la actual 
democracia política, producto de causas nacionales, pero efecto también del actual 
proceso  de  globalización  capitalista.  Es  lo  que  veremos  enseguida,  en  forma 
ordenada, antes de exponer el procedimiento, sobre la oportunidad y contenido de 
esta reforma que dé el paso hacia "las tres dimensiones de la democracia", como 
diría  el  Dr.  Emilio  Frugoni.  Si  el  capitalismo  global  golpea  duramente  la  vieja 
democracia liberal, desplazándola, la repuesta es más democracia: más democracia 
política, más democracia social y más democracia económica.

Pero vayamos primero a nuestras razones, a partir de la realidad nacional en 
crisis, empezando por hacer un poco de historia.

El capitalismo dependiente uruguayo, en su fase actual, es el producto de una 
estrategia de las clases dominantes, que surge a mediados de los años 50 del siglo 
pasado, cuando el modelo "distributivo" batllista entró en crisis. Esta estrategia no se 
impuso de golpe sino a través de un proceso de muchos años. A mediados de los 
60, la clase gobernante se dio cuenta de que para imponer, sin mayores problemas, 
su proyecto concentrador de la riqueza en pocas manos, necesitaba un régimen 

* En la legislación uruguaya lema es equivalente a partido. Más precisamente, es la expresión electoral con 
la capacidad de englobar diferentes sub-lemas y listas, de diversos sectores políticos afines que de esta 
manera acumulan sus votos tanto para la elección del Presidente y Vice como la distribución de bancas 
parlamentarias



institucional  concentrador  del  poder  político  en  manos  del  Poder  Ejecutivo,  una 
"democracia  fuerte".  Con el  Dr.   Jorge Batlle  y  el  Dr.   Julio  Mª Sanguinetti  a  la 
cabeza, se urdió la "Reforma Naranja",  la reforma constitucional  del  1966-67. La 
"república  democrática"  del  viejo  batllismo  fue  sustituida  por  una  "monarquía 
quinquenal" que concentró el poder en manos del Sr. Presidente y cuando no les fue 
suficiente, golpearon las puertas de los cuarteles, imponiendo finalmente una brutal 
dictadura. Con la dictadura, el  "modelo"  concentrador se profundizó. Después de 
más de diez años, se restauró la democracia de 1966-67. Pero el "modelo" siguió 
igual. Se siguió apostando al modelo concentrador: Uruguay plaza financiera. Varios 
miles  de  millones  de  dólares  han  sido  dilapidados  por  la  dictadura  y  por  la 
democracia en los últimos veinte años para sostenerlo con sucesivos salvatajes del 
sistema bancario privado, y hoy nos encontramos en la más terrible bancarrota, eje 
de la crisis nacional. Robaron, entregaron. saquearon el país entero, con gravísimas 
consecuencias de todo tipo. Han destruido el país. La dictadura y los gobernantes 
democráticos de turno, tienen la mayor responsabilidad política de este desastre (y, 
quizás, penal, aunque esto es materia de los jueces). 

Procedimiento de la Reforma

Si  queremos  cambiar  de  verdad,  debemos  romper  con  el  actual  modelo 
concentrador y caminar hacia otro lado. Para ello,  coherentemente, tenemos que 
sustituir el actual régimen institucional concentrador del poder político, en manos del 
Sr.  Presidente,  ultracentralista,  burocrático  y  privilegialista.  Debemos  refundar  el 
País,  refundar  la  República.  Para  ello  hay  que cambiar  a  fondo la  Constitución. 
Pienso que el procedimiento de la reforma es, no solo más técnico, desde el punto 
de vista jurídico, sino que política y socialmente es el más conveniente para el país, 
por  que  convoca  al  pueblo  -ya  lo  hemos  dicho-  a  participar  en  un  debate 
trascendental, para lograr un nuevo pacto constitucional, pasando de la democracia 
concentradora  a  una  democracia  participativa  y  descentralizada.  Esta  modalidad 
reformista no es otra que la de la Convención Nacional Constituyente (art.331, literal 
C de la Constitución).

Este  procedimiento  de  reforma  es  el  único  que  tiene  la  virtud  de  poder 
convocar  al  pueblo,  movilizarlo,  ilusionarlo,  hacerlo  protagonista,  discutiendo  ya 
desde  la  elección  de  los  constituyentes,  el  nuevo  pacto  constitucional,  con  la 
participación  de  todos  los  habitantes  de  la  República-  incluidos  y  excluidos-, 
arquitectos  imprescindibles  de  los  cambios,  y  no  meros  receptores  de  pactos 
cupulares, que les presentan servido el plato de reformas para decir, en el plebiscito, 
generalmente mal informados, simplemente sí o no.

Oportunidad y contenidos de la Reforma.

Respecto a la oportunidad  de esta iniciativa, de este nuevo rumbo político-
institucional diremos que dada la magnitud de la crisis y la urgencia del cambio, 
cuanto  antes  se  convoque a  la  Convención Constituyente,  mejor.  Pero  con este 
Parlamento, con mayoría derechista, no lo veo posible: así como para nosotros la 
modalidad de reforma es la Convención  Constituyente (porque la hace el pueblo a 
través de 260 representantes), para la derecha el camino reformista es el de los 
acuerdos  cupulares  (usados  desde  la  reforma  de  1951  hasta  hoy).  Se  podría 



incorporar la demanda de una Convención Constituyente refundadora, en la nueva 
Plataforma del Movimiento Popular, para empezar a generar el clima social y cultural 
imprescindible. No obstante lo más probable es que la Convención Constituyente 
sea una de las realizaciones de mayor trascendencia de un Gobierno Popular.

Respecto  a  los  contenidos:  La  nueva  República  (de  democracia 
tridimensional)  debe  tener  un  fuerte  componente  de  participación  social,  en  la 
gestión, administración y gobierno del país (directorios de las empresas públicas, 
extensión  del  área  social  de  la  economía,  organismos  asesores  de  todo  tipo, 
referendum de iniciativa a todo nivel, etc.); debe imponer una parlamentarización del 
sistema (como en Portugal), con un Poder Legislativo unicameral como lo quería, 
tempranamente,  nuestra  izquierda  (y  lo  recogía  su  primer  proyecto  de  reforma 
constitucional  presentado  por   el  Dr.  Emilio  Frugoni  y  Celestino  Mibelli  en  la 
Constituyente  de  1917-19);  debe  incorporar  una  fuerte  descentralización  del 
gobierno y la administración, potenciando los poderes locales; debe incorporar una 
ampliación de los derechos humanos y su efectiva aplicación: derechos individuales, 
económicos, sociales y culturales, debe consagrar la constitucionalización de nuevos 
poderes públicos (por ejemplo en materia de expropiaciones de tierras improductivas 
de gran extensión, como lo planteó Raúl Sendic, poco antes de salir en libertad en 
1985), para hacer posible las transformaciones económicos-sociales. 

Voy  a  detenerme  en  algunas  de  estas  reformas  institucionales,  como 
fundamentación de esta propuesta, teniendo en cuenta que muchas de ellas también 
pueden lograrse por la vía legislativa;  pero hasta ahora no se han aprobado, no por 
falta de propuestas de la izquierda y otros sectores, sino por falta de   voluntad 
política de las cúpulas de los demás partidos. Asimismo, muchas de estas leyes 
requieren  mayorías  especiales,  difíciles  de  lograr,  por  lo  que  debemos situar  el 
debate en la arena constitucional, a través de una Convención Constituyente, en la 
calle, donde nosotros somos fuertes y ellos crecientemente débiles.

En cuanto a los derechos humanos y su ejercicio, así como al castigo de sus 
violadores, en cualquier parte del mundo, hay extensos y muy buenos antecedentes 
en  la  legislación  y  doctrina  comparada,  que  pueden  ser  preciosas  fuentes  de 
inspiración para su auténtica modernización y extensión.

Sobre las relaciones entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, un primer 
paso sería impulsar un cambio que restablezca el debido equilibrio y termine con la 
actual  concentración  de  poder  en  la  persona  del  Presidente,  prácticamente 
inamovible.  No desconocemos la dificultosa vía  del  juicio político,  pero, como se 
sabe, en caso de destituirse al Presidente por "violación de la Constitución u otro 
delito  grave",  como dice  la  Carta  Magna,  le  subrogaría  el  Vicepresidente,  de  la 
misma línea que el  Presidente  eventualmente  depuesto.  La  Constitución  vigente 
potenció  la  figura  presidencial:  porque  eliminó  el  régimen  colegiado  hasta  ese 
momento  vigente,  y  concentró  sus  facultades  decisorias  en  materia  de  política 
económica  a  través  de  normas  que  requieren  "iniciativa  privativa  del  Poder 
Ejecutivo". También le otorgó ventajas respecto del propio Parlamento en materia de 
proyectos de leyes de "urgente consideración", que se pueden aprobar por el mero 
pasaje  de  plazos cortos (  que la  Reforma de 1996 acortó  aún más,  verdaderos 
"plazos conminatorios",  al  decir  del  Dr.  Korzeniak).  Esta misma reforma de 1996 
reforzó el predominio del Poder Ejecutivo en materia de veto.

No veo mejor manera de ir a un profundo cambio de estas desequilibradas 
relaciones  entre  Poder  Ejecutivo  y  Poder  Legislativo  que  avanzando  hacia  un 



régimen parlamentario, con un Presidente, Jefe de Estado, y un Primer Ministro, Jefe 
de Gobierno, aquél elegido por voto popular, candidaturas sin lema, e investido por 
el  Parlamento,  previa  presentación  del  Programa  de  Gobierno  y  sujeto  a  la 
aprobación o censura parlamentaria. 

Un  segundo  paso  sería  establecer,  el régimen  unicameral,  eliminando  el 
Senado, instaurar una cámara única con la misma cantidad de diputados para no 
afectar la representación de las minorías ni la representación proporcional, como sí 
ocurre en la propuesta del Dr. Lacalle. Recordemos la lapidaria argumentación del 
Dr. Emilio Frugoni (1) para suprimir el Senado, cámara  "inútil y perjudicial", como la 
calificó textualmente, en el lejano 1917: "... nadie desconocerá, dijo entonces, que en 
todos  los  países  donde  existe  el  Senado,  responde  a  un  verdadero  resabio 
monárquico, ya que, cuando no es una corporación cuyos miembros son designados 
por el  rey,  con carácter vitalicio, es una entidad, por lo menos algo aristocrática, 
donde  van  a  buscar  refugio  los  grandes  veteranos  de  la  burocracia  o  de  la 
política...". Y más adelante dijo: "Si se ha creído bastante una sola Cámara, una sola 
Asamblea para dictar y reformar la Carta Fundamental del país, es lógico admitir que 
basta y sobra una sola Cámara ...para efectuar la obra cambiante y transitoria de la 
legislación  ordinaria".   Pero  tampoco  olvidaba  "la  economía  de  los  gastos"  que 
significaba el unicameralismo (hoy se podría pasar de los tres presupuestos actuales 
del  Poder  Legislativo  a  uno  solo),  ni  el  sabio  razonamiento  formulado,  en  la 
Asamblea Nacional Francesa, por Sieyes: "La ley, decía éste, es la expresión de la 
voluntad del pueblo. El pueblo no puede tener dos voluntades distintas sobre un 
mismo asunto".

Sobre el gobierno y administración de las empresas públicas pensamos que 
sus Directorios, más reducidos, donde sea posible, deben incorporar representantes, 
según corresponda, de técnicos, trabajadores y usuarios, prohibiendo que ingresen, 
por el  Poder Ejecutivo,  quienes hayan sido candidatos a cargos electivos en las 
elecciones  precedentes,  y  prohibiendo  también  que  los  directores  de  dichas 
empresas puedan ser  candidatos,  por  lo  menos,  en las elecciones nacionales o 
departamentales siguientes, para eliminar así la larga práctica* corrupta y desastrosa 
por  todos  conocida.  Estos  cambios,  junto  a  una  adecuada  descentralización 
territorial de la gestión y mejores normas de contralor democrático, también pueden 
lograrse por ley, con mayorías especiales, pero la derecha nunca ha tenido voluntad 
política para aprobar la infinidad de proyectos presentados en tal sentido. Incluso 
algunos de estos cambios requieren reformar la Constitución. Estoy convencido de 
que solo en una Convención Constituyente, con el pueblo como protagonista, estos 
cambios socializadores de las empresas públicas, podrán consagrarse.

Lo  mismo  en  materia  de  descentralización  política  y  administrativa,  que 
potencia los poderes locales y regionales. Solo al calor del pueblo, especialmente 
del interior, podremos avanzar en un área de proverbial atraso institucional, hacia 
una democracia más descentralizada y abiertamente participativa.  Hay muchas e 
importantes  fuentes  de  inspiración  en  la  materia.  Y,  en  una  Convención 
Constituyente,  podrían  prosperar  buena  parte  de  las  reformas  incluídas  en  el 
“Proyecto Korzeniak”.

Globalización capitalista y democracia
* Esta praxis tiene dos formas igualmente dañinas: se designan directores que fracasaron en la precedente 
elección parlamentaria; y se les permite, renunciando al cargo, ser candidatos en la elección siguiente.



Para culminar esta exposición, quiero referirme a otros problemas que afectan 
nuestro Estado y  nuestra democracia, en la actual fase del capitalismo realmente 
existente, la globalización neo-liberal.

El  poder,   no  democrático  y  sin  control  de  los  grandes  conglomerados 
transnacionales,  especialmente  los  del  gran  capital  financiero  y  sus  organismo 
mundiales,  el  poder  mediático  y  el  poder  del  mercado  sustituyen,  en  amplios 
sectores,  los estados nacionales, los debilitan, debilitan la política y la ciudadanía, 
golpeando fuertemente la vieja democracia liberal, en retirada.

En  la  globalización  capitalista,  como  bien  dice  M.Dolors  Oller  i  Sala  (2), 
destacada  profesora  catalana  de  Derecho  Constitucional:  "en  definitiva, 
propiamente, solo se han globalizado las lógicas de los mercados financieros". Y 
agrega: "La injusticia y la desigualdad son signos distintivos del mundo actual". Se 
ha retornado al capitalismo salvaje, se han desmantelado los Estados de Bienestar, 
se ha violado aquel  contrato  social  fundamental:  atender las necesidades de los 
pueblos. Para enfrentar esta realidad, se han propuesto "cuatro nuevos contratos 
sociales, como pilares de una nueva democracia internacional: un contrato social 
para erradicar la pobreza, un contrato natural para conservar el medio ambiente, un 
contrato cultural para conseguir una educación para todos a lo largo de toda la vida y 
un contrato ético que vuelva a dar sentido y perspectiva a la aventura humana". (3)

En la actual fase del capitalismo global, y vuelvo a citar a Oller i  Sala, "el 
poder político y la capacidad de control y participación ciudadana que comporta la 
organización democrática de éste, está retrocediendo peligrosamente ante un poder 
económico no organizado bajo estos parámetros y que se ha hecho internacional. 
En las últimas décadas hemos asistido a la emergencia de nuevos poderes que no 
están sometidos a controles democráticos. Es el caso de las grandes corporaciones 
financieras,  empresariales  y  también  mediáticas  que  funcionan  por  encima  y  al 
margen de los poderes democráticos de los estados..." 

Más adelante comenta, siguiendo a Chomsky: " En realidad, lo que está en 
juego es la propia democracia: la globalización rompe su habitat natural - un territorio 
circunscrito por unas fronteras en el cual viven unos ciudadanos determinados- al 
tiempo que la generación de exclusión social que provoca va contra la raíz misma de 
todo  orden  democrático,  ya  que  niega  la  ciudadanía  misma".  Y  seguidamente 
subraya:  "La  pervivencia  de  la  democracia  requiere  el  control  de  las  grandes 
corporaciones y organizaciones transnacionales por parte de la política democrática, 
evitando la creciente apropiación privada de las competencias estatales". En suma, 
repensar la democracia y construir un nuevo orden institucional.

Para "alentar la esperanza", propósito declarado de este ciclo, pensemos que 
el Uruguay vive una crisis brutal, repito, no solo económico-financiera y social, sino 
también político-institucional y ética, y sufrimos la indignidad moral de una pobreza 
infantilizada,   niñas  y  niños  uruguayos  desnutridos  en  plena  pampa  húmeda,  y 
pensamos que el mundo entró en una espiral de violencia imperialista infinita.  Con 
rabia y dolor vemos como se mata al heroico pueblo iraquí, y antes y ahora mismo, 
se sigue matando al heroico pueblo palestino, cuya tragedia parece no tener fin. Sí, 
la  realidad  es  pesimista,  pero  como  enseñó  uno  de  mis  maestros,  el  marxista 
peruano  José  Carlos  Mariátegui,  "al  pesimismo  de  la  realidad  opongamos  el 
optimismo del ideal".



(1) Tomado del Tomo IV de las “Obras de Emilio Frugoni”, “Los Nuevos Fundamentos”, Págs. 171 y ss. 
EBO/1988

(2) M. Dolors Oller i Sala, “Un futuro para la democracia”, Cuadernos Nº 115, editado por Cristianismo y Justicia 
de la Fundación “Lluis Espinal”.  Barcelona Noviembre/2002

(3) Tomado de Ob. cit.

El regimen constitucional vigente y el cambio progresista.
Dr. Edgardo Carvalho

Muchas  veces  el  problema  de  las  instituciones  aparece  en  nuestro  país 
desplazado del  debate  de  ideas,  que se  centra  generalmente  en  las  cuestiones 
económicas o el análisis de las estructuras sociales. Sin embargo, en el mundo de 
hoy ya no se discute la importancia de las instituciones, como condicionantes del 
desarrollo económico y social de los países. Por ejemplo, pienso que la explicación 
más consistente de las diferencias entre la evolución histórica de los Estado Unidos 
y  América  Latina,  es  aquella  que  toma  en  cuenta  los  distintos  sistemas 
institucionales de los imperios que los colonizaron.

Toda   sociedad funciona y es gobernada en el  marco de un determinado 
sistema  institucional.  Y  ese  sistema  puede  facilitar  o  dificultar,  la  capacidad  de 
enfrentar  positivamente  los  retos  y  oportunidades  que  tiene  planteados  esa 
sociedad.

La tesis que voy a defender es la siguiente: una reforma de la Constitución 
no  es  necesaria,  ni  sería  oportuno  proponerla,  al  menos   durante  los  dos 
primeros períodos de un gobierno de izquierda. Dejo al margen, exclusivamente, 
algunos aspectos muy puntuales, como luego explicaré.

Desarrollaré  mi  razonamiento  a  partir  del  análisis  de  cuatro  aspectos:  el 
primero,  una reflexión  sobre el  país   que  va  a encontrar  el  futuro  gobierno de 
izquierda. El segundo, un examen sobre cuáles deberían ser las prioridades de un 
gobierno que se proponga un cambio progresista en la realidad de este país.  El 
tercero, un análisis de las herramientas jurídicas de que dispondría un gobierno que 
deseara atender esas prioridades e implementar un programa de cambios. El último, 
mi visión acerca de las consecuencias políticas negativas que podrían derivar para 
los  primeros  gobiernos  de  izquierda  del  planteo  de  una  reforma  constitucional 
general o abierta en cuanto a sus posibles contenidos.

Veamos  entonces,  para  comenzar,  lo  que  en  mi  opinión  nos  muestra  la 
realidad,  si  tratamos  de describir  el  país  del  que  tendría  que hacerse  cargo un 
posible gobierno de izquierda. Sin exagerar, tratando de ser lo  más objetivo posible, 
creo que lo menos que puede decirse es que la nueva administración se encontrará 
ante un desafía abrumador.

En  primer  lugar,  tendrá  que  hacerse  cargo  de  un  Estado  que  le  es 
prácticamente desconocido, (la izquierda solo ocupó algunos cargos de Directorios 
de  Entes  Autónomos,  entre  1985  y  1989)  con  poca  transparencia,  con 
administraciones enteras (estoy pensando sobre todo en algunos Ministerios y no 



poco  importantes)  en  los  que  muy  pocos  funcionarios  y  casi  ningún  cargo  de 
jerarquía simpatizarán con el nuevo gobierno, un Estado opaco y desconocido, en 
muchos casos hostil, colonizado durante un siglo por los partidos tradicionales, del 
que tendrá que descubrir las verdaderas reglas de juego, aprender como funciona 
en  la  realidad  cotidiana,  enfrentarse  a  una  herencia  de  gestión  absolutamente 
politizada, a circuitos de influencias, corruptelas e intereses creados que reinan por 
todas partes, a la costumbre de una gestión puramente inercial, dominada en los 
hechos  por  la  rutina,  la  filosofía  del  menor  esfuerzo  y  la  carencia  de  objetivos. 
Tendrá que trabajar a partir de un cuerpo de funcionarios públicos desmotivado por 
años de manejo político de la administración y por remuneraciones de miseria, que 
no se  podrán aumentar  con carácter  general.  Es  muy posible   que,  en  muchos 
casos, la verdadera dimensión de los inmensos problemas de recursos humanos y 
restricciones materiales que habrá que enfrentar solo podrá apreciarse una vez que 
haya asumido la nueva Administración.

Por otra parte, y vaya esto en segundo lugar, ya es claro que si se llega al 
gobierno  se  llegará  con  una  delicadísima situación  financiera  del  Estado,  de  tal 
modo que toda la gestión de la nueva administración, en el  horizonte previsible, 
estará signada por una crónica escasez de recursos para hacer funcionar el aparato 
estatal  y poder asegurar la prestación de servicios esenciales con un mínimo de 
normalidad.

En tercer lugar, esa situación calamitosa de las finanzas públicas se  apoya 
sobre  un  tejido  social  en  emergencia,  con enormes necesidades que habrá  que 
atender si se desea reducir, ya no digo eliminar, la pobreza y la marginación. A ello 
se  agrega  una  estructura  productiva  desmantelada  y  casi  inerte  en  grandes 
sectores, incapaz de generar actividad, empleo y recursos fiscales genuinos. Antes 
bien,  lo  que quede del  país  productivo  será  demandante  de  crédito  y  estímulos 
fiscales, imprescindibles, si se desea comenzar a desandar el camino de destrucción 
deliberada  que  se  iniciara  en  1990  con  el  atraso  cambiario  y  la  apertura 
indiscriminada de nuestro mercado interno y que culmina con el endeudamiento en 
dólares y la inexistencia de crédito.

En cuarto lugar, es previsible que un gobierno de izquierda sea objeto de una 
inflación  de  demandas.  Todas  las  justas  reivindicaciones,  un  sinnúmero  de 
necesidades sociales acumuladas y contenidas bajo el gobierno de la derecha, sea 
por el temor al desempleo, la imperiosa necesidad de dedicarse a buscar la salida 
individual  a  la  angustiosa  situación  económica  o  el  desánimo  resultante  de  la 
convicción de que era inútil reclamar sensibilidad y soluciones a un gobierno sordo y 
autista, todos esos reclamos se expresarán  en forma torrencial al día siguiente de la 
elección. Se le demandará al nuevo gobierno todo lo que no se le había reclamado 
al anterior y probablemente brotarán como hongos las movilizaciones para exigirle. 
Sin duda  canalizar esas demandas sociales, justas en sí, pero de difícil o imposible 
atención inmediata y menos aún simultánea, no será tarea fácil.

Y sin embargo, habrá que hacerlo, porque y esa es la quinta dificultad que 
distingo y tal  vez la  más grave de todas,  la  izquierda llegará al  gobierno en un 
momento  en que muchas personas viven una etapa de descreimiento generalizado 
en la política y en los políticos. 

Debemos mirar la realidad cara a cara, y,  lamentablemente, esto es así. A 
pesar de que la situación de nuestro país no es tan grave como la de otros países de 
la  región,  el  fenómeno  existe  y  es  preocupante.  Se  verifica  una  tendencia 



generalizada a la disminución del interés de los ciudadanos por la actividad política. 
La  política  ha dejado de ser  el  centro  de atención  para la  gran mayoría  de las 
personas. Según encuestas de un par de años atrás, solo un 25% de las personas 
menores de 30 años se interesaban “mucho o bastante” en la política, que se está 
transformando  en  preocupación  casi  exclusiva  de  la  gente  madura.  Sea  como 
consecuencia de la caída de la utopía, a raíz de la implosión de la Unión Soviética y 
sus satélites, o del cambio en los estilos de vida, la entronización del consumo como 
valor  fundamental  e  incluso  del  desencanto,  nacido  de  la  incapacidad  de  los 
gobiernos democráticos para dar solución a los problemas de las grandes mayorías, 
solución que se percibía como “la promesa de la democracia” y que se esperaba 
como  consecuencia  natural  de  la  caída  de  la  dictadura,  lo  cierto  es  que  la 
preocupación por lo público, lo colectivo, ha cedido el lugar a una actitud en que 
predomina  la  preocupación  por  la  realización  individual.  Hay  una  extendida 
desconfianza y  esceptisimo acerca   de  que por  medio  de  la  política  se  puedan 
alcanzar soluciones para los problemas inmediatos que agobian a los ciudadanos.

A  lo  expuesto,  cabe  agregar,  un  preocupante  nivel  de  desprestigio  de  la 
política como actividad y de quienes la realizan, los políticos. Mucha gente tiene la 
convicción  de  que la  actividad partidaria  consiste  en  las  luchas y  maniobras  de 
fracciones movidas por el deseo de beneficiar intereses personales o de grupo. En 
este sentido, Carlos Mena Keymer (“Rediseño de los partidos políticos en A. Latina, 
Cuadernos de CAPEL, IIDH,  Nº  45)  ha  señalado el  fenómeno del  cambio  en  el 
sentido del tiempo, en función de que el ritmo de vida se hace más y más rápido en 
nuestra  época.  Antes,  la  política  era  el  espacio  del  fruto,  el  espacio  en  que se 
construiría un proyecto. Ahora el pasado queda rápidamente obsoleto y el futuro se 
desvanece.  Los  tiempos  del  mercado,  la  velocidad  y  voracidad  del  consumo, 
transforman todo en presente. Esto exacerba al interior de los partidos la lucha por el 
poder inmediato, por obtener retribuciones, simbólicas ( o muy reales, agregaría yo) 
lo  más  rápidamente  posible.  La  política  y  la  actividad  partidaria  se  transforman 
muchas  veces  en  decidir  quién  tiene  qué  cosa,  cómo  y  cuándo.  Las  prácticas 
clientelares y los escándalos de corrupción que periódicamente emergen a la luz 
pública, impactan en la opinión. Todo este panorama ha creado una situación muy 
delicada.  Un  gobierno  de  izquierda  no  dispondrá  de  períodos  de  gracia  muy 
prolongados. Será juzgado por la opinión con criterios muy exigentes, no por sus 
proyectos,  sino  por  sus  realidades.  Se  le  exigirá  cumplir  sus  promesas  pre 
electorales y demostrar con hechos concretos y en plazos breves que es capaz de 
mejorar las condiciones de vida de la gente, al menos de los más necesitados.

Analicemos  ahora  el  segundo  pilar  de  mi  razonamiento.  Si  la  que  se  ha 
descrito es la realidad   que va a encontrar un gobierno que se propone el cambio 
progresista, ¿cuáles deberían ser las prioridades de su gestión?

En mi opinión la primera prioridad es devolver a los uruguayos la confianza en 
la política y la esperanza en que es posible un futuro mejor para este país. Sin ello 
no se podrá detener el largo proceso de decadencia e iniciar la reconstrucción de un 
Uruguay  más  justo  y  más  próspero.  Es  imprescindible  que  la  gran  mayoría  de 
nuestro pueblo interprete el proyecto colectivo, se sienta representado por él y se 
involucre  activamente  en  el  proceso  de  cambios.  Solo  así  podrán  vencerse  los 
innumerables obstáculos que nos irá planteando la realidad. Tenemos que tener 



claro  que como ha dicho Crozier  “no  se  cambia  una sociedad por  decreto”.  No 
alcanza  con  ganar  la  mayoría  parlamentaria  para  promover  el  cambio  de  una 
sociedad.  No  alcanza  con  disponer  de  todos  los  dictámenes  técnicos  que 
demuestren la  necesidad de lo que se propone.  El  liderazgo político deberá ser 
capaz de ejercitar una verdadera docencia social, de lograr un aprendizaje colectivo 
sobre la necesidad de los cambios, para liberar todas las fuerzas sociales positivas, 
dotar las reformas de credibilidad  , despejar incertidumbres, alentar la participación, 
evaluar  y  compensar  las  pérdidas  que  esos  cambios,  por  inevitables  que  sean, 
pueden provocar en los sectores más débiles y vulnerables. Sobre todo, un liderazgo 
que encarne la renovación con credibilidad, con legitimidad y con un amplio apoyo 
político, tendrá que abocarse a la ingente tarea de restaurar el sistema de valores en 
que se asienta la comunidad nacional. Como se dice en el documento marco del 19 
de diciembre, suscrito por EP – FA y el Nuevo Espacio, valores que eran patrimonio 
colectivo, como la honestidad, la solidaridad, el respeto a la ley, la ética del trabajo, 
la  responsabilidad,  la  tolerancia,  están  hoy  en  riesgo  como  guías  del 
comportamiento social. Hay que reconocer que se han extendido y agravado entre 
nosotros, hasta alcanzar proporciones desconocidas, conductas contrarias al interés 
colectivo, algunas directamente delictivas, como la evasión fiscal, el contrabando,  el 
aprovechamiento  para  fines  privados  o  la  irresponsabilidad en el  manejo  de  los 
bienes  públicos,  la  búsqueda  de  beneficios  a  través  de  contactos  personales  o 
políticos con jerarcas de la administración pública, etc. Construir la esperanza de 
que hay otro Uruguay posible y despertar las energías hoy dormidas en el seno de 
nuestro pueblo supondrá también una difícil tarea de educación, dirigida a modificar 
el comportamiento social aprendido por una gran parte de los uruguayos a lo largo 
de décadas, creando incentivos para las conductas que respetan y benefician el 
interés general y aplicando todo el rigor de la ley (porque sería ingenuo pensar que 
solo  con  educación  alcanzará)  para  sancionar  las  conductas  dañinas  a  la 
comunidad.

La segunda prioridad, en mi opinión, será poner en pie una Administración 
eficiente, condición esencial para la implementación del programa. Habrá que asumir 
la gestión de aquel Estado del que hablábamos y esto supone nada menos que 
seleccionar  varios  miles  de  administradores  públicos  no  solo   capacitados 
técnicamente para cada función, sino dinamizados por su responsabilidad política y 
su  sensibilidad  social,  guiados  por  elevados  estándares  éticos  en  su  conducta, 
austeros, dispuestos a trabajar en régimen de dedicación total y con retribuciones 
modestas, que tendrán que saber motivar a los funcionarios, escuchar y dialogar, 
pero también tendrán que saber decir que no, porque les tocará ser administradores 
rigurosos de recursos escasos. Y  tendrán entre sus manos la tarea no solo de 
gestionar lo que existe, sino además otra, más importante: modernizar en serio la 
administración pública, cambiar la cultura institucional, hacerla capaz de trabajar con 
controles de eficiencia y de resultados, de justificar plenamente cada uno de los 
costos que el aparato estatal representa para la sociedad.

Si las dos primeras prioridades referidas a los  medios, son objetivos que hay 
que alcanzar para que el gobierno del cambio pueda encarar la realización de su 
programa, luego vienen ya prioridades referidas a los resultados, que se apreciarán 
a través de realidades más palpables e inmediatas. Porque la tercera prioridad (en 
realidad la primera desde el punto de vista de la gente) será atender la emergencia 
social.  El  gobierno del cambio se juega su futuro en su capacidad de mejorar la 



suerte de los más débiles. Si no lo logra, nuestro pueblo juzgará, y con razón, que su 
tarea más importante no ha sido cumplida. Habrá, entonces, que diseñar programas 
de emergencia realistas, sacar recursos de donde no los haya, reasignar partidas 
presupuestales  y  hacer  que  esos  recursos  lleguen  a  quienes  los  necesitan  sin 
perderse en vericuetos burocráticos. Habrá que obtener resultados que puedan ser 
evaluados objetivamente, fijar plazos para alcanzarlos y establecer indicadores de 
desempeño  para  todas  las  reparticiones  a  cargo  de  ejecutar  los  programas  de 
emergencia social.

La cuarta prioridad será el diseño de un nuevo presupuesto, la norma básica 
para  el  desarrollo  del  programa de  gobierno.  Habrá  que  entrar  a  fondo  (con  la 
dificultad que ello implica) en una norma muy compleja, cuyas grandes líneas de 
distribución del gasto por incisos se vienen reiterando mecánicamente desde hace 
varias  administraciones  y  cuya  mayor  proporción  se  invierte  en  retribuciones 
personales y transferencias a la seguridad social, en detrimento de los gastos en 
inversiones sociales e infraestructuras. Habrá que ordenar el gasto público según 
nuestras prioridades: lucha contra la pobreza, sistema de  educación pública, que es 
la herramienta básica de progreso social y desarrollo del país, y los programas de 
salud y vivienda.

Como complemento ineludible de un nuevo ordenamiento del gasto público, 
una  quinta  prioridad  nos  dice  que  habrá  que  encarar  la  reforma  del  sistema 
tributario,  no  para  aumentar  la  carga  fiscal,  que  ya  es  muy  alta,  sino  para 
redistribuirla,  combatiendo la  evasión y asegurando la equidad del  sistema, para 
hacer realidad el principio de que quienes más ganan o poseen serán los que más 
contribuyan a financiar la acción del Estado.

Y  por  supuesto,  habrá  otras  prioridades,  que  deberán  encararse  en 
simultáneo  con  las  anteriores.  La  preservación  de  la  seguridad  ciudadana,  otro 
aspecto  crucial  por  el  que seremos juzgados y que nos enfrentará  a problemas 
derivados  de  la  necesidad  de  articular  la  lucha  contra  el  delito  organizado  y  la 
atención del reclamo de una sociedad que pide ser protegida de la acción de los 
delincuentes, con el respeto escrupuloso de los derechos humanos. La definición de 
una  nueva  y  positiva  relación  con  las  organizaciones  de  la  sociedad  civil,  que 
deberán jugar un papel esencial en la ejecución de los programas de atención a la 
emergencia  social.  El  avance  y  desarrollo  de  los  procesos  de  descentralización 
política  y  administrativa,  que  son  trascendentes  para  cambiar,  en  especial,  la 
realidad social y económica del interior de nuestro país.

Ahora bien, si ese es el país  que  va a encontrar un futuro gobierno y esas 
son las prioridades que tratará de implementar,  la pregunta se traslada ahora al 
tercer pilar de mi razonamiento. ¿Las herramientas jurídicas que nuestro sistema 
institucional pone actualmente en manos del gobierno, serán suficientes para llevar 
adelante un cambio progresista en la realidad del país? Y mi respuesta es que sí. Un 
Presidente  elegido  por  una  mayoría  absoluta  del  electorado,  encabezando  un 
gobierno apoyado por una mayoría  parlamentaria,  dispone de la capacidad y los 
medios  para  instrumentar  democráticamente  un  proceso  de  cambio.  El  campo 
reservado  a  las  leyes  ordinarias,  aquellas  que  no  requieren  la  aprobación  por 
mayorías especiales, es muy amplio en nuestro sistema constitucional.

Por vía de ley pueden regularse todos los aspectos claves para el desarrollo 
del  país.  Pensemos  en  el  presupuesto,  herramienta  básica  del  programa  de 



gobierno, con la reasignación de prioridades del gasto público, más la política de 
recursos humanos e incentivos salariales. Pensemos en la posibilidad de una nueva 
regulación  del  sistema  financiero,  para  asegurar  su  estabilidad  y  articular  su 
funcionamiento con el desarrollo del país. Pensemos en una reforma tributaria, tanto 
para modificar la normativa vigente y alcanzar la equidad fiscal, como para asegurar 
la  eficacia  de  los  gobiernos  recaudadores.  Pensemos  en  la  reestructura  de  las 
empresas públicas, posible  por la vía de modificación de sus cartas orgánicas, que 
pueden  determinar  el  grado  de  descentralización  de  los  distintos  servicios  del 
dominio industrial y comercial del Estado. Pensemos en que la ley puede comenzar 
asegurando que los Directorios que rigen las empresas públicas tengan capacidad 
empresarial y técnica, como pide la Constitución y no se conviertan en depósito de 
candidatos fracasados. Al mismo tiempo, se puede limitar su rol  a la conducción 
estratégica y la evaluación de resultados, para dejar la dirección ejecutiva en manos 
de administradores profesionales, cuya permanencia en el cargo esté relacionada 
con  el  éxito  en  alcanzar  las  metas  fijadas.  Pensemos  en  la  posibilidad  de  dar 
representación  a  los  consumidores,  los  trabajadores,  la  Universidad  y  las 
asociaciones  profesionales  relacionadas,  en  órganos  participativos  de 
asesoramiento  y  contralor  ciudadano de la  gestión de  las  empresas del  Estado. 
Pensemos en la posibilidad de reglamentar por vía legal las potestades del Tribunal 
de Cuentas, para permitir a los entes del dominio industrial y comercial del Estado 
agilizar  sus  procedimientos  administrativos  y  comportarse  como  verdaderas 
empresas  productivas.  Pensemos,  en  materia  de  funcionarios  públicos,  que  la 
Constitución deja en manos de la ley regular las formas de ingreso, de ascenso, el 
régimen  de  estímulos  y  sanciones,  la  evaluación  del  desempeño,  e  incluso  el 
mantenimiento del cuestionado principio de la inamovilidad, que solo existe mientras 
por ley no se disponga otra cosa (art. 60.2). Pensemos, con relación a la economía, 
que  por  ley  ordinaria  se  regula  todo  lo  relativo  al  estímulo  y  promoción  de 
inversiones,  el  establecimiento de exenciones tributarias o subsidios para alentar 
determinadas actividades o cierto tipo de empresas consideradas socialmente más 
útiles, u obtener la descentralización geográfica de la producción. Pensemos en toda 
la regulación necesaria para propender al desarrollo sostenible de las actividades 
productivas y la protección del medio ambiente y del uso de los recursos naturales, 
que es materia de la ley. 

Recordemos que también por ley ordinaria se puede  determinar el número de 
ministerios y modificar sus atribuciones y competencias en razón de materia, lo cual 
permite adaptar la organización administrativa del Estado a las prioridades y criterios 
del nuevo gobierno. Y en cuanto a transparencia, ese reclamo tan apremiante de 
nuestra sociedad, todo puede hacerse por ley. El régimen de incompatibilidades de 
los funcionarios públicos con la actividad privada  (regulación tan necesaria),  los 
mecanismos para prevenir  la  corrupción,  el  régimen de  compras del  Estado,  la 
regulación  del  financiamiento  de  los  partidos  políticos,  tan  reclamada  y  tan 
postergada,  todos son temas susceptibles  de  regulación  por  ley.  Y  en  cuanto  a 
profundizar la democracia, un gobierno del cambio podría legislar promoviendo la 
acción de las organizaciones de la  sociedad civil,  abriendo campo a su múltiple 
colaboración con el  Estado. En otro aspecto, recordemos que queda por legislar 
todo  lo  relativo  a  la  iniciativa  popular,  recogida  expresamente  por  el  texto 
constitucional desde 1934 sin que nunca se haya reglamentado y que junto con el 
recurso de referéndum son manifestaciones de democracia directa que enriquecen 



nuestro sistema básico de democracia representativa. Por último, para no alargar 
indefinidamente este recordatorio, pensemos en la posibilidad de desarrollar por ley 
el mandato de la reforma de 1996 en cuanto a promover la descentralización, que es 
una  herramienta  básica  para  canalizar  mecanismos  de  participación  popular  y 
acercar a la ciudadanía a los centros de decisión. La reforma creó un marco en el 
que es posible  una nueva distribución de competencias y responsabilidades entre el 
Estado central y los Gobiernos departamentales, por la vía de convenios, incluso 
regionales, por la planificación de políticas que ejecutará la Comisión Sectorial y por 
el  fortalecimiento  financiero  de  los   municipios  a  través  de  la  determinación  del 
porcentaje presupuestal que les corresponderá. Naturalmente, quedan sin enumerar, 
porque  el  tiempo  asignado  no  lo  permite,  toda  otra  larga  serie  de  materias 
susceptibles de regulación por ley ordinaria. Pero parece suficiente con lo dicho para 
fundar nuestro punto de vista: un gobierno con mayoría parlamentaria dispone de 
todos los medios necesarios para instrumentar democráticamente un programa de 
cambios progresistas.

Cabe entonces introducirnos en la etapa final del razonamiento que propongo: 
dadas  estas circunstancias, ¿qué ganaría un gobierno de izquierda con introducir en 
la  agenda  política  del  país  una  reforma general  de  la  Constitución?  Y  la  única 
respuesta que se me ocurre es que no  ganaría nada y crearía obstáculos a sus 
propias  posibilidades de atender  los  apremiantes  problemas  del  país.  En  primer 
lugar,  porque supondría  invertir  y  canalizar  toda la  atención  y  la  energía  en  un 
debate  de  interés  sustancialmente  político,  apartado  de  los  problemas  y  las 
preocupaciones que absorben el interés de nuestro pueblo. Las constituciones son 
siempre  perfectibles.  Siempre  podremos  discutir  si  es  mejor  el  régimen 
parlamentario que el presidencial, si es mejor la representación proporcional integral 
o atenuada, si no deberíamos elegir a los parlamentarios en elección uninominal por 
distritos,  o  alguna  forma de  sistema  mixto.  Si  debemos continuar  con  las  listas 
“sábana” o permitir  al  elector la designación preferencial  de sus candidatos.  Aun 
podríamos discutir la revocación de mandatos. Pero, un gobierno de izquierda, en el 
Uruguay  de  hoy,  ante  las  abrumadoras  tareas  que  le  esperan,  no  debería 
involucrarse e involucrar al país en esa discusión, que puede prolongarse a lo largo 
de meses o años, si se opta por convocar a elecciones de una Convención Nacional 
Constituyente, con una integración de 260 convencionales. El capital político de un 
gobierno de izquierda será muy importante, pero limitado y sus recursos humanos 
no serán inagotables, como para permitirle abordar tantas tareas a un mismo tiempo. 
Alcanza con razonar que si se desea que la reforma no sea un salto en el vacío 
habrá que reflexionar y consensuar los contenidos que se van a proponer, lo cual ya 
de  por  sí  y  considerando el  amplio  abanico  de  fuerzas que integrarán la  nueva 
mayoría progresista puede suponer algo tan complejo como la implementación de la 
reforma en sí o la posterior tarea de convencimiento de la ciudadanía para que la 
apruebe en el plebiscito. Sostengo que la fuerza del nuevo gobierno debe estar en 
sus realizaciones concretas. Que los ciudadanos lo juzgarán por lo que haga en 
cada  período  y  que  si  fracasa  en  cumplir  sus  promesas  no  podrá  justificarse 
alegando la bondad de los propósitos que lo animan a largo plazo, la dificultad de la 
situación con que se encontró al llegar al poder o la  perversidad de la oposición. 
Desde ese punto de vista, me inclino a pensar que la introducción del tema de una 



reforma constitucional general no aporta nada a aquello que los ciudadanos están 
esperando de la izquierda.

Lo que sí aportaría, en cambio, son muchas dudas, y nada menos que sobre 
la estabilidad o el futuro de nuestra norma fundamental, en un momento en que lo 
que más vamos a  necesitar  son certezas y  lo  que menos podemos desear  son 
ambigüedades. Hay que reconstruir este país. Hay que dinamizar la inversión, sin la 
cual es imposible reanimar el aparato productivo. Y no siendo viable recurrir a la 
inversión  pública,  por  falta  absoluta  de  recursos,  dependeremos  de  la  inversión 
privada. Por supuesto, si es nacional, mejor. Si no, tendremos que buscarla en el 
extranjero. Pero lo que es claro es que sin inversión no hay reactivación posible. 
Abrir un debate constitucional general, no parece ser la mejor  forma de incentivar la 
afluencia de inversiones a largo plazo, que es la que requiere la actividad productiva 
y que necesita un horizonte de estabilidad y seguridad.

Finalmente,  poner  en  debate  nuestra  Constitución  puede  ser,  en  alguna 
manera, como abrir “la caja de Pandora”. Ya hemos tenido experiencias, a mi juicio 
negativas,  sobre  como  intereses  particulares  o  corporativos  pueden  utilizar  una 
propuesta de reforma a la Constitución para blindar ciertas soluciones o conquistas. 
La Constitución no puede ser una colcha de retazos de normas redactadas por los 
interesados, en la gran mayoría  de las casos sin el  adecuado soporte técnico, e 
impuestas luego a los partidos como hechos consumados por la dificultad política de 
oponerse a determinados grupos de presión. Existe no solo ese riesgo, sino también 
el  riesgo  del  “progreso  manuscrito”.  Con  la  mejor  intención  y  al  calor  de  las 
deliberaciones de una asamblea puede terminar  incluyéndose en la  Constitución 
declaraciones de principio o reconocimiento de derechos muy avanzados en teoría 
pero que, sin tener ninguna posibilidad de concreción práctica en nuestro país en 
este  momento  histórico,  terminarían  sembrando  más  dudas  sobre  el  verdadero 
alcance del cambio político y social que se instrumenta desde el nuevo gobierno.

Debo hacer la salvedad de que en mi criterio sí pueden resultar necesarias 
ciertas reformas puntuales, como la que ha propuesto el Senador Korzeniak para 
evitar el bloqueo deliberado en la renovación de los órganos de contralor y asegurar 
una integración representativa de la voluntad popular expresada en las urnas.

En  conclusión,  los  problemas  básicos  de  este  país  no  radican  en  sus 
instituciones,  sino  en  las  políticas  seguidas  por  quienes  lo  han  gobernado,  por 
quienes  han  ejercido  el  liderazgo.  El  imperativo  es  sustituirlos,  sin  ello,  no  hay 
solución posible. Hay que ganar las elecciones, asegurar la mayoría parlamentaria y 
estar  así  en  condiciones de  realizar  el  programa común.  La  izquierda tiene por 
delante,  si  llega  al  gobierno,  una  inmensa  y  dificultosa  tarea  y  necesitará,  para 
completarla, mantenerse al frente del Estado por lo menos durante varios períodos 
sucesivos. Existe un abanico amplísimo de objetivos que debemos alcanzar para 
progresar  hacia  una  sociedad más  justa,  más  próspera,  más transparente,  para 
profundizar  nuestra  democracia,  ampliar  la  participación  popular  y  desarrollar  la 
descentralización. Todos esos objetivos pueden alcanzarse si  somos capaces de 
asegurar una gestión eficiente del Estado y de sancionar, por vía de ley ordinaria, las 
reformas  necesarias.  Ninguna  de  nuestras  metas  requiere  hoy,  como  paso 
imprescindible, una reforma general de la Constitución. No descarto que después de 
dos  o  tres  períodos  de  gobierno,  cuando  se  haya  materializado  el  cambio 
progresista, relanzando al país por la senda del crecimiento, asegurado la cohesión 



social, el tema puede ponerse en el orden del día. Las instituciones importan mucho 
y  siempre  son  mejorables.  Pero  en  las  condiciones  de  un  futuro  inmediato,  el 
planteamiento de una reforma constitucional de alcance general sería extemporáneo 
y solo agregaría dificultades a las muchas que tendrá que enfrentar el gobierno del 
cambio.


